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INTRODUCCIÓN


En 1995 escribí un libro que titulé Entre la Historia y la Esperanza, publicado por esta misma editorial, en el cual relaté el origen de las primeras acciones del movimiento democrático en Tabasco. Ahora, en estas páginas, doy razones y argumentos para continuar en la transformación de la vida pública de México.


De aquel entonces a la fecha han acontecido muchas cosas en el terreno de la política. En términos generales, se puede decir que prácticamente ha permanecido inalterable la estructura de poder. Sin embargo, han surgido movimientos de resistencia y de lucha por la transformación de México y, lo que considero más importante, se han registrado cambios de mentalidad en amplios sectores de la población del país.


En lo que a nosotros corresponde, hemos vivido estos tiempos con intensidad. Avanzando y recibiendo reveses. Y buscando ese hermoso ideal del triunfo de la justicia sobre el poder, hemos aprendido que, aun en condiciones adversas, con el predominio del régimen antidemocrático, se va avanzando en la creación de conciencia, en la organización del pueblo y en la conquista de espacios políticos.


Prueba de ello, por ejemplo, es el triunfo del movimiento progresista en Tabasco. Este año, a pesar del raudal de dinero utilizado para la compra de votos y de otras trampas, el pueblo dijo basta y se pudo ganar la gubernatura del estado, luego de 83 años ininterrumpidos de gobiernos priistas.


Esta experiencia es, repito, una prueba de que en esta noble labor nada es en vano; se pueden obtener victorias parciales al mismo tiempo que se crean las condiciones para el cambio profundo que postulamos y que necesita el país. La fórmula es sencilla: asimilar las derrotas, resistir, avanzar, caer y levantarse, reincorporarse, recomenzar y así hasta la victoria.


Todo depende de no perder la fe o desmoralizarse; de comprender que los procesos de transformación son lentos pero indispensables y sublimes. Más aun, que deben ser asimilados como forma de vida, porque hasta en lo personal producen una estimulante dicha. Es decir, se puede ser feliz atendiendo nuestros asuntos y ocupándonos, al mismo tiempo, del bienestar del prójimo.


Este libro trata sobre la campaña de 2012, del nuevo fraude y de seguir adelante con inquebrantable fe por la justicia. Agradezco como siempre el apoyo invaluable de Jesús Ramírez Cuevas y de Laura González Nieto. Asimismo, expreso mi gratitud a Pedro Miguel y a Jaime Avilés, quienes leyeron la versión preliminar del libro, por sus comentarios y aportaciones valiosas.










CAPÍTULO I



LOS ANTECEDENTES Y LA CAMPAÑA


 


 


Quién manda en México


Nadie podría decir con honestidad y argumentos que no hemos acertado en el diagnóstico sobre la crisis de México. Hemos sido claros y precisos. Además, el tiempo y la realidad nos han dado la razón. Antes que otros, de manera articulada, elaboramos e hicimos pública la forma como se ejerce el poder en nuestro tiempo.


Dijimos que el actual régimen de corrupción, injusticias y privilegios, se implantó en nuestro país cuando se impuso, en casi todo el mundo, el llamado modelo neoliberal. Hicimos ver que, desde finales de los años 70, quienes mandan en los organismos financieros internacionales, ordenaron a sus técnicos y políticos, diseñar y aplicar un nuevo sistema para dominar a los estados nacionales y permitir que particulares se apoderaran de los recursos naturales y de los bienes de la inmensa mayoría de los seres humanos.


Con esa encomienda los ideólogos de la derecha económica inventaron una serie de recetas y recomendaciones y, con el apoyo de los medios masivos de comunicación, las fueron sembrando en la mente de millones de personas para tratar de justificar la codicia y el pillaje. Así, divulgaron e impusieron criterios tan absurdos como la supremacía del mercado, la utilización del Estado sólo para proteger y rescatar a las minorías privilegiadas y, desde luego, proclamaron que las privatizaciones eran la panacea. También postulaban, y siguen sosteniendo, que el nacionalismo económico es anacrónico y la soberanía un concepto caduco frente a la globalidad; que se debían cobrar menos impuestos a las corporaciones y más a los consumidores; que debía predominar lo económico sobre lo político y lo social; que el Estado no tenía que ocuparse de promover el desarrollo ni procurar la distribución del ingreso porque, si le iba bien a los de arriba, les iría bien a los de abajo. Con la idea peregrina de que si llueve fuerte arriba, gotea abajo, como si la riqueza en sí misma fueses permeable o contagiosa.


Con todos estos llamados “paradigmas”, que no son más que una retacería de enunciados sin fundamento teórico ni científico, los barones del dinero, con la colaboración de los organismos financieros internacionales, lograron imponer la agenda de las llamadas “reformas estructurales”, modificaron los marcos legales y sometieron en lo esencial a la mayoría de los gobiernos del mundo.


El resultado, como estamos viendo, ha sido desastroso para los pueblos y las naciones. Se podría decir que nunca el mundo había estado tan mal como ahora. Pero esto, obviamente, no lo comparten los beneficiarios de este sistema, que consiste en fincar la prosperidad de pocos en el sufrimiento de muchos. Cómo explicar, si así no fuera, que durante todo este periodo de crisis una pequeña minoría no haya dejado de acumular riquezas en una dimensión nunca antes vista en la historia de la humanidad.


Por ejemplo, en 1991, hace 21 años, la revista Forbes, que publica la lista de los hombres más ricos del mundo, indicaba que 274 potentados poseían, cada uno, más de mil millones de dólares; este año, la misma publicación registra que mil 226 personas tienen más de mil millones de dólares. Y lo obsceno es que hace 21 años, los 274 magnates acumulaban en conjunto 483 mil millones de dólares y ahora los mil 226 poseen 4 billones 574 mil millones de dólares. Es decir, en dos décadas, la fortuna de esta élite mundial aumentó 10 veces.


En el caso de México, esta política económica para favorecer a la élite, comenzó a impulsarse desde el gobierno de Miguel de la Madrid (1982-1988), y se profundizó durante el sexenio de Carlos Salinas de Gortari (1988-1994). En este periodo, todos los dogmas del neoliberalismo fueron adoptados de manera puntual y utilizados como parapeto para llevar a cabo el saqueo más grande que se haya registrado en la historia del país.


Desde luego, todo esto se hizo acompañar de una intensa campaña propagandística, en la que incluso participaron, algunos intelectuales y “líderes de opinión” que repetían como loros sofismas para justificar el bandidaje oficial y el predominio económico de una minoría por encima del interés público.


También se ajustó el marco jurídico para legalizar la rapiña, la cual fue encubierta, con el eufemismo de “desincorporación de entidades paraestatales” consideradas “no estratégicas ni prioritarias para el desarrollo nacional”. Aunque hubo procesos de licitación y rendición de cuentas (“libros blancos”), en todos los casos se sabía de antemano quiénes serían los ganadores en las subastas. Es cosa de recordar que Salinas, su hermano Raúl y el secretario de Hacienda, Pedro Aspe, eran los encargados de palomear, acomodar y alinear a todos los apuntados que participaron en el reparto de empresas y bancos que hasta entonces pertenecían a la nación.


Así, en 13 meses, del 14 de junio de 1991 al 13 de julio de 1992, con un promedio de 20 días hábiles por banco, fueron rematadas 18 instituciones de crédito. Además, en cinco años, del 31 de diciembre de 1988 al 31 de diciembre de 1993, se enajenaron 251 empresas del sector público. Es decir, se privatizaron compañías como Telmex, Mexicana de Aviación, Televisión Azteca, Siderúrgica Lázaro Cárdenas, Altos Hornos de México, Astilleros Unidos de Veracruz, Fertilizantes Mexicanos; aseguradoras, ingenios azucareros, minas de oro, plata y cobre, fábricas de tractores, automóviles y motores, de cemento, tubería, maquinaria, entre otras.


La entrega de bienes de la nación a unos cuantos, no sólo se limitó a bancos y a empresas paraestatales. También fueron privatizadas las tierras ejidales, las autopistas, los puertos, los aeropuertos y la industria eléctrica y se incrementó el manejo de negocios de particulares nacionales y extranjeros en Petróleos Mexicanos y en la Comisión Federal de Electricidad.


Para calcular el monto que representó esta operación de traslado de dominio de bienes de la nación a particulares, basta un dato irrefutable: en julio de 1988, cuando Salinas fue impuesto mediante un fraude electoral, en la lista de la revista Forbes, sólo aparecía una familia mexicana, la de los Garza Sada, con dos 2 mil millones de dólares; pero, al finalizar aquel sexenio, ya se habían incorporado a la lista 24 mexicanos más quienes en conjunto poseían 44 mil 100 millones de dólares. Y casi todos estos personajes habían sido beneficiados con empresas, minas y bancos propiedad de todos los mexicanos. Por añadidura, en 1994 México llegó a ocupar el cuarto lugar entre los países del mundo con más multimillonarios, un dudoso honor sólo superado por Estados Unidos, Japón y Alemania.


Ahora bien: un rasgo peculiar de México en este proceso de privatización, ha sido la forma en que el grupo beneficiario de esta política se ha constituido, con el paso del tiempo, en el poder dominante en el país.


Debe tenerse en cuenta que la política salinista se siguió aplicando durante los gobiernos de Zedillo, Fox y Calderón y que el grupo original no sólo continuó acumulando riquezas, sino también fue concentrando poder político hasta llegar a situarse por encima de las instituciones constitucionales. En los hechos, son los integrantes de este grupo quienes verdaderamente mandan: deciden sobre cuestiones fundamentales en la Cámara de Diputados y en el Senado, en la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el Instituto Federal Electoral y en el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en la Procuraduría General de la República, en la Secretaría de Hacienda, en los partidos Acción Nacional y Revolucionario Institucional. Además, poseen o controlan la mayoría de los medios de comunicación.


Todo esto no fue casual, sino resultado de un diseño político mafioso. Salinas no sólo entregó empresas y bancos a sus allegados, sino que conformó con ellos un grupo compacto, una nueva oligarquía, con la deliberada intención de convertirse, al término de su sexenio, en jefe máximo. Y los hechos han demostrado que su estrategia funcionó. Sin restarle méritos, debe señalarse que siempre ha contado con apoyo gubernamental. Sólo tuvo problemas con Zedillo, quien encarceló a su hermano Raúl. Sin embargo, con Fox y Calderón, ha operado a sus anchas.


Salinas no conoce al pueblo raso ni al país, pero sabe todo sobre los personajes de la élite económica y de la llamada clase política de México. Ellos, a su vez, le deben mucho, lo admiran o le tienen miedo. Unos son salinistas de corazón y otros prefieren alinearse por conveniencia o temor. Muy pocos de la camada original, han pintado su raya ante él. Únicamente se sabe del caso de Zedillo, a quien considera un traidor. Salinas presume incluso de tener agarrados no sólo a los hombres de negocios, sino a casi todos los integrantes de la sociedad política. Tiene un fichero donde, además de información general, guarda copias de facturas y cheques de empresarios, políticos opositores, comunicadores, articulistas e intelectuales.


Su fama de vengativo le ayuda a mantener control y obediencia. No hace mucho tiempo, el expresidente Miguel de la Madrid Hurtado, antes de fallecer, declaró en una entrevista que le hizo Carmen Aristegui, que su sucesor, Carlos Salinas, se había robado la mitad de la partida secreta y que su hermano Raúl estaba involucrado en el narcotráfico. El día que Carmen Aristegui, en su programa de radio, reveló el contenido de la entrevista, Salinas envió a Emilio Gamboa, en ese entonces coordinador del PRI en la Cámara de Diputados y actualmente jefe de los senadores, a la casa de De la Madrid y, por la tarde, éste expidió un comunicado de prensa desdiciéndose con el pretexto de que estaba mal de sus facultades mentales. Cabe decir que, aunque la noticia fue un escándalo, por la noche, en los noticieros de Televisa, no se hizo ninguna mención de ella. Los conductores de esa televisora, que suelen gritar como pregoneros para vender las noticias, en esta ocasión callaron como momias.


En la actualidad Salinas está en permanente actividad política. Es indudable que operó para imponer a Peña Nieto; tiene dominio sobre Manlio Fabio Beltrones, antes jefe de los senadores y ahora de los diputados; sucede lo mismo, como ya vimos, con Emilio Gamboa; se le cuadra Elba Esther Gordillo; el actual presidente del PRI, Pedro Joaquín Coldwell, es salinista; le obedecen ministros de la Corte y gobernadores, tiene una gran influencia en los dirigentes del PAN, en particular, sobre Luis H. Álvarez y Diego Fernández de Cevallos, con quien estableció relaciones de complicidad desde el tiempo de su gobierno.


Por eso sostengo que Salinas es el jefe de un supremo poder oligárquico y conservador. En nuestro tiempo, no manda un dictador, el presidente en turno o un partido; ahora el poder está en manos de 30 individuos, entre los que hay hombres de negocios y políticos del PRIAN, bajo la coordinación de Salinas.


Es evidente que estamos ante algo muy distinto a las antiguas formas de dominación que hubo en la historia de México. Por ejemplo, en 1909, el periodista John Kenneth Turner, en su libro México Bárbaro, sostenía que el porfiriato “es el régimen dictatorial personalista más perfecto que hay en la tierra”. Posteriormente, don Daniel Cosío Villegas definió a los gobiernos surgidos de la Revolución Mexicana como “monarquías sexenales hereditarias”. Mario Vargas Llosa llamó al régimen del PRI “la dictadura perfecta” y ahora, a juicio nuestro, en México oprime y domina una oligarquía rapaz. Oligarquía, con apego estricto al significado etimológico y aristotélico, porque se trata del “gobierno de pocos”, y rapaz, por la voracidad desmedida de quienes integran este poder omnímodo.


Un rasgo característico del actual régimen oligárquico es que en el ejercicio de sus facultades, el presidente de la República es un subordinado y sus facultades sólo existen en la formalidad. Ahora quien ocupa ese cargo no es más que un empleado de la élite dominante, un pelele, una persona cuya utilidad es meramente escenográfica.


Pero, como es obvio, no estamos hablando del consejo de administración de una empresa que se reúne periódicamente a tomar decisiones. Se trata de un grupo de potentados que manda y gobierna de manera encubierta y cuyos integrantes mantienen sus propias peculiaridades; incluso discrepan, compiten y se enfrentan entre ellos por negocios o influencias políticas. Sin embargo, a pesar de la complejidad de sus relaciones, los une el afán de lucro, la defensa de sus intereses y el delirio de sentirse dueños de México.


El otro rasgo distintivo es que, a diferencia del porfiriato o de los anteriores gobiernos priistas, que basaban su poder en el uso de la mano dura y en el predomino de un partido único, ahora este grupo se impone, básicamente, por el control que ejerce a través de los medios de comunicación y, en particular, de la televisión. Aunque hay que considerar lo sucedido en la reciente campaña presidencial, cuando, ante el avance de nuestro movimiento, no sólo recurrieron a los instrumentos mediáticos sino también a la masiva y descarada compra de votos. Sin embargo, no debe pasar inadvertido el hecho de que casi todos los multimillonarios mexicanos que aparecen en la lista de Forbes son dueños o consejeros de los medios de comunicación más influyentes del país.


En el caso de la televisión, existen dos consorcios que acaparan casi toda la cobertura informativa, habida cuenta que el 80 por ciento de los mexicanos, aún se entera de las noticias por la televisión. El papel destacado lo desempeña Televisa, la cual constituye el medio más eficaz para administrar la ignorancia y manipular a millones de mexicanos; es por tanto, el principal instrumento de control de quienes realmente mandan en el país.


Téngase también en cuenta que, en los tiempos recientes, hemos tenido que enfrentar la estrategia política de este grupo que decidió darle continuidad al régimen corrupto, echando a andar hábilmente una operación de recambio con miras a las elecciones del 2012. Con ese propósito, durante todo el sexenio de Calderón, en sigilo, Salinas empezó a operar, haciendo mancuerna con Televisa, para proyectar a Enrique Peña Nieto. El plan fue lanzarlo al mercado como si se tratara de vender un nuevo detergente o un producto chatarra. Así construyeron, con este personaje, toda una telenovela con la participación de actrices, actores y conductores de noticieros que recibieron la consigna de protegerlo en todo.


Otro hecho relevante es que, desde el gobierno de Salinas, se llevó a cabo en la práctica la fusión del PRI y del PAN, que en esencia representan los mismos intereses. Haciendo un poco de historia, se puede decir que el actual partido dominante, nació en 1929 como Partido Nacional Revolucionario (PNR); en 1938, se transformó en Partido de la Revolución Mexicana (PRM), que ha sido su mejor época en cuanto a la defensa de los intereses del pueblo y de la nación. Posteriormente, en 1946, surgió el Partido Revolucionario Institucional (PRI) y, a partir de 1988, con la adopción del salinismo como política, emergió en los hechos el PRIAN.


Para demostrar esto último, porque todavía hay quienes lo dudan, conviene subrayar que durante el periodo neoliberal los legisladores del PRI y del PAN, que se hacen llamar representantes populares, han aprobado reformas a la Constitución y a las leyes sólo en beneficio de una minoría y en detrimento de la mayoría del pueblo y de la nación.


Veamos: en mayo de 1989, al inicio del gobierno de Carlos Salinas, el PRI y el PAN, avalaron el Plan Nacional de Desarrollo (1989-1994) que permitió la venta de importantes empresas públicas al sector privado.


El 27 de junio de 1990 el PRI y el PAN reformaron el artículo 28 constitucional para entregar bancos que eran propiedad de la nación, eliminando el párrafo que reservaba al Estado la prestación del servicio público de banca y crédito; el 6 de enero de 1992, el PRI y el PAN, modificaron el artículo 27 constitucional para poner al mercado las tierras ejidales.


El 6 de mayo de 1992, el PRI y el PAN cambiaron la Ley Minera para entregar concesiones a particulares, hasta por 50 años, para la explotación del oro, la plata y el cobre; eliminaron los límites de la superficie que podría ser concesionada, derogaron el impuesto a la extracción de minerales y dieron lugar a la privatización de unidades y plantas mineras del sector paraestatal, como fue el caso de la histórica mina de Cananea. Además, en ese sexenio entregaron 6 millones 600 mil hectáreas de reservas mineras nacionales, la mayor parte de ellas, a tres consorcios del país: Peñoles, Grupo México y Carso. Y esta misma política ha continuado hasta la fecha. En 20 años se han concesionado, según un nuevo dato, 56 millones de hectáreas, es decir, 29 por ciento del territorio nacional. Ni siquiera en el porfiriato se llevó a cabo una enajenación de suelo patrio de tales dimensiones.


El 22 de diciembre de 1992, el PRI y el PAN aprobaron la reforma a una ley secundaria que a contrapelo de la Constitución, ha permitido a empresas privadas, principalmente extranjeras, generar energía eléctrica. Hoy, tales empresas venden a la Comisión Federal de Electricidad el 50 por ciento de la energía eléctrica que se consume en el país, a precios elevadísimos, al mismo tiempo que se mantienen paradas o subutilizadas las plantas del sector público. Y cada año, las compañías extranjeras (españolas, sobre todo) reciben 80 mil millones de pesos del presupuesto público. No podemos olvidar que por esta política de privatización, que es sin duda sinónimo de corrupción y de tráfico de influencias, se han cometido grandes injusticias, como el despido desalmado y doloroso de 44 mil trabajadores del Sindicato Mexicano de Electricistas.


El 5 de marzo de 1993, el PRI y el PAN aprobaron la reforma al artículo tercero constitucional para limitar la gratuidad de la educación pública sólo a nivel de primaria y secundaria, y se dejó al mercado, como si fuese una mercancía, la educación media superior y universitaria. A partir de entonces, cada año se rechaza a 300 mil jóvenes que aspiran a ingresar a esos ciclos. Para justificar este absurdo, se implantó la mentira de que los jóvenes no pueden ingresar porque no pasan el examen de admisión, cuando en realidad lo que sucede es que por falta de presupuesto no hay cupo para ellos en los planteles públicos.


El 18 de marzo de 1995, la mayoría del PRI en la Cámara de Diputados, aprobó el aumento del IVA del 10 al 15 por ciento. El 12 mayo de 1995, el PRI y el PAN reformaron la ley reglamentaria del servicio ferroviario para privatizar los Ferrocarriles Nacionales de México y venderlos a empresas nacionales y extranjeras. Hubo tanto descaro en este atraco que, al terminar su sexenio, Zedillo se fue a trabajar como asesor del consejo de administración de una de las empresas que se quedó con la mayor parte de la infraestructura ferroviaria del país.


El 23 de mayo de 1996, el PRI y el PAN aprobaron la ley de los sistemas de ahorro para el retiro, que entregó a operadoras financieras privadas, nacionales y extranjeras, la administración sin transparencia –con altos costos de operación y baja rentabilidad para los derechohabientes– de las pensiones de millones de trabajadores que no dejan de vivir en la incertidumbre por el manejo nada seguro de esos fondos.


El 12 de diciembre de 1998, diputados del PRI y del PAN aprobaron el Fobaproa, que convirtió las deudas privadas de unos cuantos empresarios y banqueros en deuda pública. En la actualidad, esta deuda asciende a 788 mil millones de pesos (al 31 de diciembre de 2011); y de 1995 a la fecha se han destinado, sólo para pagar intereses, más de 600 mil millones de pesos del presupuesto nacional, cuando se debió utilizar tales recursos públicos para impulsar actividades productivas, crear empleos y promover el bienestar del pueblo.


El 8 de diciembre de 2005, ya durante el foxismo, el PRI y el PAN, modificaron la Ley del Impuesto Sobre la Renta para conceder a las grandes corporaciones económicas y financieras el privilegio de diferir el pago de impuestos hasta por el 100 por ciento de sus contribuciones.


El 22 de marzo de 2007, el PRI y el PAN modificaron la ley del ISSSTE y entregaron las pensiones de los trabajadores al servicio del Estado a los intereses de los banqueros. Los trabajadores pagarán más por sus pensiones y al final recibirán menos.


El 13 de septiembre de 2007, el PRI y el PAN aprobaron un paquete fiscal, que incluyó la creación del Impuesto Empresarial de Tasa Única (IETU) y el impuesto del 2 por ciento por depósitos en efectivo, que más tarde aumentaron al 3 por ciento.


El 24 de octubre de 2008, el PRI y el PAN aprobaron la Ley de Petróleos Mexicanos para dar lugar al otorgamiento de contratos incentivados –así les llaman– a empresas privadas, nacionales y extranjeras, para la explotación de petróleo, mediante la asignación de áreas o bloques del territorio, en exclusiva, hasta por 25 años. Actualmente ya se están suscribiendo contratos de este tipo para la explotación de yacimientos en Tabasco. Por cierto, la Suprema Corte, que está también al servicio de la mafia del poder, rechazó una controversia constitucional presentada por cinco presidentes municipales de ese estado alegando que “carecen de interés jurídico” en el tema. También resolvió improcedente un juicio de inconstitucionalidad interpuesto por legisladores progresistas.


Aquí agrego que, aún no satisfechos con esta contrarreforma, Peña y su equipo han ofrecido que modificarán el artículo 27 para entregar por completo la renta petrolera del país a inversionistas privados nacionales y, sobre todo, extranjeros. Recordemos que durante la campaña, Luis Videgaray, el hombre más cercano a Peña –y ex asesor de Pedro Aspe, el secretario de Hacienda de Salinas– fue a decir a Nueva York que la primera acción de Peña sería privatizar Pemex. Aprovecho también para reiterar mi oposición a esta actitud entreguista. ¿Cuáles son mis argumentos? En primer término, creo sinceramente que si se privatizara la industria petrolera se alejaría la posibilidad de desarrollar al país. Las empresas, sobre todo pequeñas y medianas, quedarían a expensas de los monopolios y condenadas a pagar precios exagerados por los energéticos.


Además, nos oponemos a la privatización del petróleo porque queremos vivir en paz. Si se entrega la renta petrolera a particulares no habría suficiente presupuesto. Las empresas petroleras privadas no pagarían impuestos por 640 mil millones de pesos, como lo hace actualmente Pemex. Por ejemplo, según datos de la Bolsa Mexicana de Valores, las 10 más grandes corporaciones empresariales obtuvieron en 2010 en conjunto ingresos equivalentes a los de Pemex (1.3 billones de pesos) y sólo contribuyeron al erario con 40 mil millones de pesos, es decir, 15 veces menos que lo aportado por Pemex.


En consecuencia, si se opta por la privatización no habría recursos para garantizar el desarrollo ni el bienestar de los mexicanos. Semejante irresponsabilidad no debería ocurrírsele a nadie sensato, pues desde la expropiación hasta nuestros días, el petróleo ha sido un instrumento de paz y de estabilidad política.


Y para contrarrestar el señalamiento tendencioso de que nos oponemos sin razón a la privatización de la industria petrolera, reitero aquí de manera puntual nuestra propuesta alternativa:


•   Manejar de manera integral al sector energético para utilizar, en forma eslabonada toda la cadena de valor (exploración, producción, refinación, petroquímica, gas, electricidad y energías renovables).


•   Explotar el petróleo y el gas con criterios de sustentabilidad y de preservación del medio ambiente. No dejarnos dominar por la euforia de vender mayores volúmenes de crudo al extranjero, pues con ello se propicia el agotamiento prematuro de los yacimientos y la quema de gas a la atmósfera.


•   Dar prioridad a la inversión en exploración a fin de mantener estables las reservas probadas con una tasa de reposición del 100 por ciento.


•   Construir cinco refinerías: en Tula, Hidalgo; Salamanca, Guanajuato; Salina Cruz, Oaxaca; Dos Bocas, Tabasco; y en Atasta, Campeche, con el propósito de generar empleos y dejar de importar 500 mil barriles diarios de gasolinas y diesel, que representan 51 por ciento del consumo actual, con una erogación de más de 27 mil millones de dólares anuales.


•   Reducir el precio de las gasolinas, el diesel y el gas, en beneficio de los consumidores y del sector industrial.


•   Fortalecer a la industria petroquímica para frenar su deterioro y la acelerada y creciente dependencia del mercado exterior.


•   Otorgar preferencia a las empresas nacionales en las compras de bienes y servicios que contrata Pemex.


•   Destinar recursos suficientes para la investigación y el desarrollo tecnológico del sector energético.


•   Impulsar un programa nacional de transición energética, para disminuir la dependencia de combustibles fósiles y de recursos no renovables.


•   Limpiar a Pemex de corrupción, y de esta manera, financiar gran parte de la inversión que demanda la industria petrolera. Terminar con la entrega de jugosos contratos por acuerdos políticos y prácticas corruptas, como ocurrió, entre otros ejemplos, con los proyectos de la Cuenca de Burgos y de Chicontepec, donde no se ha logrado producir más gas ni más petróleo, pero sí se ha causado un grave daño patrimonial para beneficiar a las petroleras Repsol, Halliburton y Schlumberger, entre otras.


Siguiendo la cronología de la ignominia, prosigo recordando que mediante un acuerdo político entre Calderón y Peña Nieto, el 20 de octubre de 2009, los diputados del PRI y del PAN aprobaron la Ley de Ingresos en la que aumentaron el IVA de 15 a 16 por ciento; incrementaron el Impuesto Sobre la Renta de 28 a 30 por ciento, y autorizaron los aumentos mensuales a las gasolinas, el diesel, el gas y la luz.


En junio de 2010, el PRI y el PAN aprobaron que Televisa y Telefónica, empresa española de telecomunicaciones dirigida por Francisco Gil, quien fuera secretario de Hacienda de Fox, se quedaran con un hilo de la fibra óptica de la industria eléctrica nacional. Es decir, obtuvieron una concesión por 20 años de 21 mil kilómetros de fibra óptica a cambio de 850 millones de pesos, cuando esta infraestructura se construyó con presupuesto público y costó 30 mil millones de pesos.


Por último, no quiero dejar de mencionar que, recientemente, legisladores del PRIAN han aprobado la llamada Reforma Laboral, en la cual entre otras cosas, se establece que a partir del raquítico salario mínimo, diez veces menor al de Estados Unidos, se puede contratar a trabajadores por hora; es decir, se pretende pagar 7.47 pesos por hora y 30 pesos (la mitad del salario mínimo) por 4 horas: ese dinero no les alcanzará a los asalariados ni para sus gastos de transporte. Además, la modificación referida contempla la contratación de trabajadores sujetos a periodos de prueba hasta por seis meses y por temporada, dejando que el empleador los despida sin indemnización y sin derecho a ninguna prestación social.
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Y como es evidente, a los amos de México, ocupados en el pillaje, lo que menos les ha importado es el destino del país. Desde 1983, en sentido estricto, no se han trazado planes de desarrollo apegados a la realidad y al interés nacional.


Todo ha quedado supeditado a recetas impuestas por los organismos financieros internacionales y a las llamadas “reformas estructurales” en materia laboral, energética, fiscal y de seguridad social que, en esencia, significan más privatización, beneficios para una élite y costosos retrocesos sociales.


La política aplicada en los últimos 29 años –que no considera, entre otros factores, ni la distribución del ingreso ni el bienestar– ha resultado ineficaz hasta en términos cuantitativos. De 1983 a la fecha, el crecimiento del Producto Interno Bruto ha sido en promedio de 2.3 por ciento y, si consideramos el aumento de la población, el ingreso per cápita es de 0.4 por ciento anual, una de las tasas más bajas del continente americano y del mundo.


El gobierno abandonó las políticas de fomento al sector agropecuario, a la industria y al resto de las actividades productivas. Se dividió a Pemex y a la industria eléctrica en empresas filiales y se rompió la cadena de valor que permite manejar de manera eslabonada e integral al sector energético.


Esto explica en buena medida la paradoja de que México, siendo uno de los principales países productores de petróleo sea, a la vez, uno de los más grandes importadores de gasolinas y de otros petrolíferos en el mundo.


La poca creación de empleos y el abandono del campo y de las actividades productivas provocaron el aumento de los flujos migratorios a Estados Unidos y México se convirtió en el país que más mano de obra exporta al extranjero.


En la actualidad, el fracaso de esta economía de élite se mide con tasas de desempleo y subempleo de 14 por ciento de la población económicamente activa y 22 por ciento incluyendo trabajadores sin ingresos. Hoy, según cifras oficiales, en un sector conformado por el 59 por ciento de los trabajadores con empleo, 6 de cada 10, reciben ingresos que no superan los tres salarios mínimos, o sea, 14 dólares u 11 euros diarios, percepciones con las que nadie podría vivir en Estados Unidos o en Europa.


Sin lugar a dudas, uno de los resultados más lamentables de la política neoliberal es que, en los últimos 29 años, el número de pobres pasó de 32 a 60 millones; es decir, casi se duplicó.


Asimismo, duele decir que de 2007 a la fecha, por la llamada “guerra contra el narcotráfico”, han perdido la vida alrededor de 60 mil mexicanos y han desaparecido más de 40 mil personas, muchos inocentes y en su mayoría jóvenes que no tuvieron oportunidades y fueron obligados por las circunstancias a tomar el camino de las conductas antisociales.


En pocas palabras, la violencia en México se ha originado, en buena medida, por la falta de empleo, por el empobrecimiento del pueblo y porque se les ha cancelado el futuro a los jóvenes que no tienen posibilidad de trabajo ni de estudio.
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La constitución de Morena


Durante este tiempo no sólo nos quedamos en el diagnóstico de la crisis sino que emprendimos un proceso para cambiar esta oprobiosa realidad, a partir de las premisas de que la política es pensamiento y acción, y que en las actuales circunstancias, la acción es deber y convicción.


Luego del fraude electoral del 2006, cuando decidimos no rendirnos, no claudicar y seguir luchando hasta lograr la transformación de la vida pública de México, iniciamos la construcción, desde abajo y con la gente, del Movimiento Regeneración Nacional, Morena. En los últimos cinco años, a la par de este proceso organizativo, con acciones de resistencia civil pacífica, defendimos el petróleo, los derechos sociales y la economía popular. Con esa finalidad recorrimos palmo a palmo el territorio nacional y celebramos miles de asambleas informativas en las plazas públicas para mantener encendida la llama de la esperanza.


Pero lo más importante fue el trabajo que durante todo este tiempo dedicaron, muchas mujeres y hombres, libres y conscientes, a la difícil pero indispensable tarea de organizar al pueblo para renovar al país. Morena es fruto de ese esfuerzo colectivo. Hasta ahora nuestro movimiento cuenta con 2 mil 217 comités municipales y 37 mil 453 comités seccionales, integrados por 179 mil dirigentes. En este periodo se inscribieron como protagonistas del cambio verdadero o como representantes del Gobierno Legítimo, 4 millones 121 mil ciudadanos.
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